


REVISTA

INSTITUTO INTERAMERICANODE DERECHOS HUMANOS
INSTITUT INTER-AMÉRICAIN DES DROITSDE L'HOMME
INSTITUTO INTERAMERICANODE DIREITOS HUMANOS

INTER-AMERICAN INSTITUTE üF HUMAN RIGHTS



Revista
Jl1A81

Revista ))J)f{/lnsliluIO Interamericano de Derechos
Humanos. N"I (Enero/junio 1985)-.-

San [osé, c.R.: El Instituto, 1985-
V.; 23nn.

ISSN1015-5074
1. Derechos humanos - Publicaciones periód iras.

Lasopiniones expuestas en los trabajos publicados en esta Revista son de exclusiva rcs porisabil idcld de
sus autores y no corresponden necesariamente con las del I1DH o las de sus donantes.

e 1996, I1DH. INSTITUTO iNrERAMERICANO DE DERECHOS HUMANOS.

e Esta revista no puede ser reproducida en todo o en parte, salvo permiso escrito de los cd ito res.

Diagramación, montaje electrónico de artes finales e impresión litográfica:
MARS Editores, S.A.

La Revista lIDH acogerá artículos inéditos en el campo de las ciencias jurídicas y sociales, que hagan
énfasisen la temática de los derechos humanos. Los artículos deberán dirigirse a: Ed itores Revista I1DH;
Instituto Interamericano de Derechos Humanos; A.P. 10.081 (1000) San José, Costa Rica.

Sesolicita atenerse a lasnormas siguientes:

1. Se entregará un original y una copia escritos a doble espacio, dentro de un máxi mo de 45 cuartillas
tamaño carta. Es preferible acompañar el envío con diskettes de computador, indicando el sistema
y el programa en que fue elaborado.

2. Las citas deberán seguir el siguiente formato: apellidos y nombre del autor o compilador; título de
la obra (subrayado); volumen, tomo; editor; lugar y fecha de publicación; número de página citada.
Para artículos de revistas: apellidos y nombre del autor; título del artículo; nombre de la revista
(subrayado); volumen, tomo; editor; lugar y fecha de publicación; número de página citada.

3. Labibliografía seguirá las normas citadas y estará ordenada alfabéticamente, según los apellidos de
los autores.

4. Un resumen de una página tamaño carta, acompañará a todo trabajo sometido.
5. En una hoja aparte, el autor indicará los datos que permitan su fácil localización (N° fax, teléf. y

dirección postal). Además incluirá un breve resumen de sus datos académicos y profesionales.
6. Sé aceptarán para su consideración todos los textos, pero no habrá compromiso para su devolución

ni a mantener correspondencia sobre los mismos.

LA REVIST.... IIDH ES PUBLICADA SEMF.5TRALMENTE. EL PRECIO ANUAL FS DE. US$30.00 y DE. US$20.00 PARA
I'STUDIANIF.S. EL PRECIODEL NÚMERO SUELTO ES DE US$15.00. SUSCRJPTORES DE. CENTROAMÉRICA y PANAMÁ DEBEN
INCLUIR U5$3.00 POR ENVÍO; SUR y NORTEAMFJUCA US$4.00, EUROPA, AFIuCA, AsIA, US$6.00.
TODOS LOS PAGOS DEBEN DE SER HECHOS EN CHEQUES DE BANCOS NORlliAMERICANOS o GIROS PC6TAI.E.S, A NOMBRE DEL
INsnnrro lNrERAMERlCANO DE DEREcHOS HUMANOS. REsiDENTES EN COSTA RICA PUEDEN lJIlLIZAR CJIEQUES

LOCALES EN DÓLARES. SEREQUIERE EL PAGO PREVIO PARA CU....LQUIER ENVÍO.

DuuGIR TODAS LAS ÓRDENES DE SUSCRJPClÓN AL.... UNIDAD EDITORIAL DEL iNsTITUTO INrERAMERlCANODE DERECHOS
fk'l'ofANOS, A.P. 10.081(1000)SAN JOSÉ, CC6TA RICA.

LAS INSTlTt!CIONES AC.\DÉMIeAS, INTERESADAS EN ADQUIRJR LA REVISTA IIDH, MEDI ....NTE CANJE DE sus PROPIAS

PUBlIC....CIONES PUt-DEN ~'RlBIR ALA UNIDAD EDITORIAL, REVISTA lIDH, INSTITUTO INTERAMERlCANO DE Dr-.RECIIClS

HL'l'of....NOS, A.P. 10.081(1000), SAN J<.:5É, CC5TA RIc....., FAX: (506) 234-0955.

ÍNDICE

DOCTRINA

MALA CAPTUS, BENE DETENTUS - EL SECUESTRO y LA
EXTRADICIÓN IRREGULAR A LA LUZ DE LOS DERECHOS
HUMANOS y DEL DERECHO INTERNACIONAL 11
Francisco VILLAGRÁN KRAMER

ELEMENTOS PARA EL ESTABLECIMIENTO DE UNA
CORTE PENAL INTERNACIONAL EFICAZ E INDEPENDIENTE .......43
Silvia A. FERNÁr-.;DEZ

ALGUNAS REFLEXIONES SOBRE EL PROYECTO DE ESTATUTO
PARA UN TRIBUNAL PENAL INTERNACIONAL PERMANENTE ....57
Fabricio GUARIGLIA

AMICUS CURIAE

MEMORIAL AMICUS CURIAE DE JURISTAS EN El
CASO DE REINALDO FIGUEREDO PlANCHART 75

MEMORIAL AMICUS CURIAE OF JURISTS IN THE
CASE OF REINALDO FIGUEREDO PLANCHART 103

COMENTARIOS SOBRE LA PRÁCTICA DE LOS ÓRGANOS
DEL SISTEMA INTERAMERICANO DE PROTECCIÓN
DE LOS DERECHOS HUMANOS

lAS REPARACIONES EN El SISTEMA INTERAMERICANO
DE PROTECCIÓN DE DERECHOS HUMANOS 129
Víctor M. RODRfcuEZ RESCIA

CORTE INTERAMERICANA
DE DERECHOS HUMANOS

ACTIV~DADESENERO-JUNIO 1996 151



Rcrista 1/OH

COMISIÓN INTERAMERICANA
DE DERECHOS HUMANOS

[Vol. 23

ACTIVIDADES ENERO-JUNIO 1996 293

INSTITUTO INTERAMERICANO
DE DERECHOS HUMANOS

ACTIVIDADES ENERO-JUNIO 1996 351

DISCURSOS DEL DIRECTOR EJECUTIVO DEL I1DH
(ENERO-JUNIO 1996) 399

NACIONES UNIDAS

pRÁCTICA AMERICANA ANTE LAS NACIONES UNIDAS
EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS (1995-11) 371

PRESENTACIÓN

Como nuevo Director Ejecutivo del I1DH, me complace presentar al
público la Revista Número 23 del Instituto Interamericano de Derechos
Humanos, que, desde 1985, se edita semestralmente en forma ininterrum­
pida. En la misma ocasión, quiero agradecer el constante apoyo que nos
brinda la Agencia de Desarrollo Internacional de los Estados Unidos de
América para la publicación de esta serie del I1DH.

En lo que concierne a su contenido, además de las ya tradicionales sec­
ciones de doctrina y de actividades de los órganos del sistema interame­
ricano así como de los de la ONU en torno a los Estados del hemisferio, este
número inaugura dos secciones nuevas:

Una que se titula 1/ AMICUS CURIAE", y que contiene textos de memo­
riales de derecho presentados en calidad de amicus curiae por una o varias
ONG a tribunales nacionales o internacionales. La Revista considera en
efecto de sumo interés la inclusión de esos estudios, dada la riqueza de la
información que contienen, y por el hecho que pueden ser usados por
abogados y ONG que laboran en el campo de los derechos humanos en
contextos legales similares. Como bien se sabe, el amicus curiaees una técnica
legada por el derecho romano, y consiste en un consejo gratuito por parte
de un tercero a los miembros de un tribunal, con la intención de brindarles
ayuda en el momento de las deliberaciones. En el campo cada vez más
diverso y complejo de los derechos humanos, esa técnica ha dado lugar a un
número importante de estudios, por parte de ONG y abogados, que
asesoran a los tribunales, tanto nacionales como internacionales, sobre
novedosas interpretaciones jurídicas. Lamentablemente, en la mayoría de
los casos, esos análisis quedan en los archivos de los tribunales y son
desconocidos por el público en general. Esta iniciativa nuestra no hace sino
sistematizar una práctica anterior de los editores de la Revista IIDH en sus
últimos números. Asimismo, alentamos a los abogados y a los organismos



que presentan este tipo de escritos ante lo~ tribunale .... n.u ion,lle~ e interna­
cionales él enviarlos él la Unid-u! Editorial del JIUf{ pdr,l su eventual
publicación en fu turos n umeros de la Re\' ist.i JJDf i, en c.lSO de contener
argumentos y análisis dignos de una amplia difus ión.

Otra sección, que se titula "Cl1tvfENTARIl1S S(1BI~E LA PRÁCTICA
DE LOS ÓRGANOS DEL SISTEMA JNTERArvfERICAN(.) DE PRC)TEC­
CIÓN DE LOS DERECfiOS HUMANOS", se inaugura en este número con
un interesante aporte del Dr. Víctor Rodríguez Rescia. Este espacio preten­
de reunir en cada número de la Revista algunos estudios sobre aspectos
técnicos y procesaleso sustantivos de la práctica de la Corte y de la Comisión
en casos traídos a su conocimiento. El objeto es dilucidar tendencias y
cambios sutiles o drásticos en la jurisprudencia de ambos órganos, tanto
para mantener a nuestros lectores permanentemente actualizados a ese
respecto, como para propiciar una crítica razonada y rigurosa de tales
decisiones. Invitamos, por ello, a magistrados, comisionados, funcionarios
de los órganos, litigantes ante los mismos y a los especialistas en general, a
contribuir con articulos a esta nueva sección permanen te de la Revista IIDH.
Creemos que esa sección es particularmente oportuna en momentos en que
los Estados miembros de la üEA han emprendido un proceso de revisión y
de reforma al sistema interamericano de protección de los derechos huma­
nos. Una vez más, la decisión de crear una sección permanente no hace más
que formalizar la práctica anterior de los editores de la Revista, que incluían
en la parte de doctrina valiosos estudios y análisis sobre las decisiones y la
práctica de los órganos del sistema interamericano.

San fosé, 15 de octubrede 1996

[uan E. Méndez
Director Ejecutivodel IlDH

DOCTRINA



COMENTARIOS SOBRE LA
~ ~

PRACTICA DE LOS ORGANOS
DEL SISTEMA INTERAMERICANO

DE PROTECCIÓN DE LOS
DERECHOS HUMANOS



LAS REPARACIONES EN EL SISTEMA
INTERAMERICANO DE PROTECCIÓN

DE DERECHOS HUMANOS*

Víctor M. Rodríguez Rescia
Secretario adjunto a.i, Corte lnteramericana de Derechos Humanos.

Profesor de Derechos Humanos, Universidad de La Salle, San José, Costa Rica.

INTRODUCCIÓN

Los tribunales internacionales en general, tienen como parte de su
competencia poner término a los conflictos que se les presenten por parte de
los sujetos con capacidad legal para accionar ante ellos mediante la emisión
de una sentencia o fallo. 2

En Derecho Internacional, esa sentencia busca establecer la responsabi­
lidad internacional de los sujetos de Derecho Internacional por la comisión
de un ilícito internacional, y en el caso del Derecho Internacional de los
derechos humanos, la responsabilidad de los Estados por violaciones a
derechos humanos contemplados en la Convención Internacional de que se
trate. 3 Quiere decir que, en materia de derechos humanos, siempre debe
haber como sujeto activo de la acción, un individuo al cual se le considera
violado uno de esos derechos humanos, aún cuando, en algunos casos, no
pueda actuar en forma directa ante el Tribunal. 4

1 Las opiniones contenidas en este artículo son de exclusiva responsabilidad del autor
y no representan necesariamente las opiniones de la Corte Interamericana de Dere­
chos Humanos o de su Secretaría.

2 En el caso del sistema interamericano de protección de Derechos Humanos véase:
Convención Americana sobre Derechos Humanos, suscrita en San José de Costa Rica
el 22 de noviembre de 1969, en la Conferencia Especializada Interamericana sobre
Derechos Humanos, art. 66.

3 Convención Americana sobre Derechos Humanos, art. 63.1. Convenio Europeo para
la Protección de los Derechos Humanos. Roma, 4 de noviembre de 1950, art. 50.

4 De acuerdo con el art. 61 de la Convención Americana, sólo los Estados Partes en la
Convención o la Comisión Interamericana de Derechos Humanos pueden someter



Esa indemnización, como bien lo afirma NIETO NAVIA, es "el sistema
eficaz para la protección de los derechos humanos, lo que conduce a que los
fallos no se queden en mera condena moral."?

Precisamente, son las sentencias en materia de reparaciones, las que en
mayor medida ponen a prueba el cumplimiento de las obligaciones interna­
cionales de los Estados y lo que motiva el interés para elaborar este pequeño
artículo que trata de retornar algunos de los aspectos más relevantes en esa
materia a partir de la jurisprudencia dictada a la fecha por la Corte
Interamericana en ese campo."

En caso deque un Tribunal Internacional determine en su sentencia que
ha habido responsabilidad internacional, se podría determinar en el mismo
fallo, la fijación de las indemnizaciones correspondientes en favor de la
parte lesionadas o bien, condenar en abstracto y dejar para otra etapa
procesal, la fijación de dichas indemnizaciones. Tal ha sido la práctica de la
mayoría de los casos resueltos por la Corte Interamericana de Derechos
Humanos (en adelante "la Corte" o "la Corte Interarnericana")."

Es a través de su jurisprudencia que los tribunales forjan su propio
desarrollo y es la eficacia jurídica de la misma la que permite que un tribunal
alcance prestigio y credibilidad. Con mayor razón, al ser la Corte Intera­
mericana un tribunal internacional c,e única instancia," se requiere que su
jurisprudencia sea objetiva y suficientemente clara para que sus efectos sean
respetados por los Estados Partes en la Convención Americana sobre Dere­
chos Humanos (en adelante "la Convención" o "la Convención America­
na").
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LA RESPONSABILIDAD INTERNACIONAL DE LOS ESTADOS POR
VIOLACIONES DE DERECHOS HUMANOS

1996]

Las normas específicas sobre responsabilidad en los instrumentos
regionales de protección de Derechos Humanos son exiguas enel sentido de
que únicamente definen de manera genérica el contenido y los alcances de
las infracciones de las obligaciones que establecen, y por lo general, remiten
en este campo a los principios y a las reglas que acerca de la responsabilidad
del Estado han dictado la costumbre o la acción creadora de los tribunales
arbitrales o de la Corte Internacional de Justicia de La Haya.l" Por otra parte,
esta teoría de la responsabilidad internacional está constituida sobre la base
desarrollada en el derecho interno, razón por la cual tales principios y reglas
tienen una connotación civilista. A ello debe sumársele la dificultad existen­
te para construir una teoría uniforme de la responsabilidad internacional y
todavía más, una codificación ínternacíonal.!'

Aún con esas limitaciones, la responsabilidad internacional, se ha
desarrollado sobre la base de que se infiere, como un principio de derecho
internacional, que toda violación de una obligación internacional implica la
de reparar en forma adecuada.F

Por su parte, el Sistema Interamericano de Protección de Derechos
Humanos contemplado en la Convención Americana, recoge ese principio
fundamental del Derecho Internacional en el artículo 63.1 que es la dispo-
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un caso a la consideración de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, no así
en el sistema europeo, donde se permite a los individuos recurrir directamente ante
el Tribunal Europeo de Derechos Humanos al tenor del artículo 3 del Protocolo N° 9
del 6 de noviembre de 1990.

5 Corte LD.H., CasoGangaram Panday,Sentencia de 21 de enero de 1994. Serie C No. 16.

6 Ver en ese sentido, Corte LD.H. Caso Velásquez Rodríguez, Sentencia de 29 de julio
de 1988. Serie C No. 4, Corte LO.H. Caso Godínez Cruz, Sentencia de 20 de enero de
1989, Serie C No. S, Corte LD,H. Caso Aloeboetoe y otros,Sentencia de 4 de diciembre
de 1991, Serie C No.11, Corte LD.H. Caso Garrido y Baigorría, Sentencia de 2 de
febrero de 1996, Corte L D. H. Caso El Amparo. Sentencia de 18 de enero de 1995, Serie
C No. 19, Corte LO.H. Caso Neira Alegría y otros, Sentencia de 19 de enero de 1995,
Serie C No 20.

7 NIETO NAVIA, Rafael. La Corte Interamericana de Derechos Humanos: Sujurispru­
dencia como mecanismo de avance en la protección y sus límites. I1DH. San José,
Costa Rica, 1991, p. 14.

8 Convención Americana, Op. cit. arto 67.

9 Corte LD.H., CasoYelásquez Rodríguez,Indemnización Compensatoria, Sentencia de 21
de julio de 1989, (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Serie
C No. 7; Corte LO.H., CasoGodinezCruz, Indemnización Compensatoria, Sentencia de 21

de julio de 1989, (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Serie
C No. 8; Corte LD.H. Caso Velásquez Rodríguez, Interpretación de Indemnización
Compensatoria, Sentencia de 17 de agosto de 1990, Serie C No 10, Caso GodínezCruz,
Interpretación de Indemnización Compensatoria, Sentencia de 17 de agosto de 1990,
Serie C No 9, Corte I.D.H., CasoAloeboetoe y otros. Reparaciones, (art, 63.1 Convención
Americana sobreDerechos Humanos), Sentencia de 10 de septiembre de 1993. Serie C
No. 15; Corte LD.H., CasoGangaram Panday,Sentencia de 21 de enero de 1994. Serie
C No. 16; Corte LD.H., CasoGarrido y Baigorria, Op. cit., Corte LD.H,Caso El Amparo.
Reparaciones (art, 63.1 ConvenciónAmericanasobreDerechos Humatt~s), Sente?cia de 14
de septiembre de 1996. Serie C No. 28; Corte LO.H., Caso Neira Alegria y otros.
Reparaciones (art, 63.1 ConvenciónAmericanasobreDerechos Humanos),Sentencia de 19
de septiembre de 1996. Serie C No. 29.

10 Ver en ese sentido: AGUIAR ARANGUREN, Asdrúbal. Responsabilidad Internacio­
nal del Estado por Violación de Derechos Humanos, (Apreciaciones sobre el Pacto de
San José), Separata de la Revista de Derecho Público, Nros. S3-~4. Editorial Jurídica
Venezolana, Caracas, 1993. .

11 Ver en ese sentido: F.V. GARCIA-AMADOR. Principios de Derecho Internacional
que rigen la responsabilidad: Análisis crítico de la Concepción Tradicional. Madrid,
Escuela de Funcionarios Internacionales, 1963.

12 Cfr. Usine de Chórzow, Compétence, arrét No. 13, 1928, C.P.}.L, Serie A, No. 17, p.29.
Caso Aloeboetoe y otros. Reparaciones. Op. cit. párr. 43.



sición aplicable en materia de reparaciones. Dicho numeral establece lo
siguiente:

1.Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en
esta Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce
de su derecho o libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera
procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha
configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemni­
zación a la parte lesionada.
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La obligación del Estado de respetar los derechos humanos implica una
obligación de no hacer. No obstante, también conlleva el deber de garanti­
zarlos, lo que se convierte en obligación de hacer. Así por ejemplo, en los
casos Velásquez Rodríguez y Godínez Cruz, la Corte Interarnericana afir­
mó, en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana, que la
obligación de "garantizar" implica el derecho de los Estados partes a
organizar su sistema de protección pública de manera que puedan garan­
tizar jurídicamente el libre y pleno disfrute de los derechos humanos.P
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Esa obligación de Derecho Internacional rige todos los aspectos de las
reparaciones como su extensión, modalidades, beneficios, etc. En cuanto a
su extensión, el artículo 63.1 distingue entre la conducta que el Estado
responsable de una violación debe observar desde el momento de la
sentencia de la Corte y las consecuencias de la actitud del mismo Estado
mientras duró la violación. A futuro busca garantizar al lesionado el goce
del derecho o libertad conculcados, ) en caso de no ser así, faculta a la Corte
a imponer una reparacíón.P

Esa reparación, en la medida de lo posible, consiste en la restitución
plena o restitutio inintegrum, que no es otra cosa que restablecer la situación
anterior a la violación y la reparación de las consecuencias que produzca.l"
No obstante, esa no es la única forma de reparar un acto ilícito internacional,
porque puede haber casos en que no proceda la restitutio inintegrum o no sea
suficiente o adecuada.P

Ahora bien, la imputabilidad de responsabilidad al Estado en materia
de Derechos Humanos corresponde a los Estados en primer término, y en
forma eventual, a los individuos o grupos insurrectos o movimientos de
liberación en relación con violaciones del Derecho Internacional Humani­
tario. Además, esa responsabilidad internacional surge, no sólo de un acto
internacionalmente ilícito, sino que debe representar una violación de un
derecho humano contemplado en un instrumento internacional o en una
costumbre de derecho intemacional.l'' en particular, si ésta tiene carácter de
jus cogens.17 • I

La responsabilidad internacional por violaciones de los derechos hu­
manos responde, en todo caso, a la imputabilidad que se le atribuye al
Estado por actos de sus agentes yen ejercicio de sus funciones. Ello por
cuanto opera la teoría objetiva de la responsabilidad, la cual no toma en
cuenta eximentes de responsabilidad en función de dolo o negligencia en la
conducta del agente, aspecto reservado a la responsabilidad subjetiva que
es materia del Derecho interno. De tal modo que si el agente actúa en la
forma dicha, el Estado siempre será responsable por tener culpa in eligendo
(eligió o escogió mal al funcionario o agente que actuó en forma negligente)
o culpa in vigilando (el Estado omitió supervisar los actos de sus agentes).

Para todos los efectos, es irrelevante calificar la culpabilidad individual
de los autores el ilícito internacional al punto de que puede suceder que el
agente ni siquiera esté individualizado o identificado. La única forma de
eximente de responsabilidad para el Estado es que no haya apoyado o
tolerado la transgresión, o bien que si aún hubiere ocurrido ésta a pesar de
haber actuado en forma preventiva, haya hecho todo a su alcance para que
el ilícito no quede impune yen caso de que proceda, repare adecuadamente
los perjuicios ocasionados a las víctimas o a sus farniliares.l''

Pero la responsabilidad objetiva del Estado puede ir aún más allá de los
actos de sus agentes. Es posible que el aparato estatal actúe de manera tal
que la violación quede impune o no se restablezca a la víctima en sus
derechos al haber tolerado que particulares o grupos de ellos actúen libre o
impunemente en detrimento de los derechos humanos reconocidos en la
Convención.P

13

14

15

16

Caso Aloeboetoe y otros. Op. cit. párr. 46.

Caso Yelásouez Rodríguez. Indemnización Compensatoria. Op. cit. párr. 26.

Cfr. Usine de Chórzow, fond, supra, p. 48.

De acuerdo con van Boven, quien cita el Third Restatement ofthe ForeignRelations Law
oftlte Llnited States... (1987), un Estado viola el derecho internacional consuetudinario
de los derechos humanos si, como cuestión de política estatal, practica, alienta o
tolera a) el genocidio, b) la esclavitud o la trata de esclavos, c) el asesinato o ser causa
de la desaparición de personas, d) la tortura u otros tratos o castigos crueles,
inhumanos o degradantes, e) la detención arbitraria prolongada, f) la discriminación
racial sistemática, o g) un régimen sistemático de violaciones flagrantes de los

17

18

19

20

derechos humanos reconocidos internacionalmente. VAN BOVEN, Theo, Informe
Definitivo presentado a la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protec­
ción a las Minorías delas Naciones Unidas. E/CNA/Sub. 2/1993/8. p. 18.

lbidem.

Casos Yelásquez Rodriguez y Codinez Cruz. Sentencias de Fondo. Op. cit., párr. 166 y
175.

Ver en ese sentido: Caso Velásquez Rodríguez. Sentencia de Fondo. Op. cit. párr 183.

[bid. párr. 187.



LA VíCTIMA COMO TITULAR DEL DERECHO A RECIBIR
REPARACIONES
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del sistema interamericano de protección de losderechos humanos

zación en esta hipótesis, se ha tratado de una comunidad que ha sufrido un
daño djrecto" (subrayado no es del original).25

En materia de protección de Derechos Humanos es el individuo, yen
algunos casos, la colectividad.U los sujetos con derecho a obtener repara­
ción por violaciones a los derechos humanos.

Es importante resaltar como nota especificante del Derecho Internacio­
nal d.e.los Derechos Humanos, que la titularidad del derecho a ser reparado
modifica sustancialmente la noción tradicional del Derecho Internacional.
En estecaso, el Estado que comete el acto ilícito es responsable ante el Estado
lesionado a nivel interestatal y no frente a la persona individual o grupo de
personas que sufrieron el daño, quienes no estánen co.idícíones de reclamar
int . al 22'ID ernacion mente, mientras, que en el Derecho Internacional de los
Derechos Humanos, el Estado del cual es nacional la víctima, no tiene
ninguna ~njerencia en la titularidad :Jara recibir reparaciones, ya que no
opera la figura de la protección diplomática.

. .L~ Corte Intera~ericanaha reco.nocido reparaciones únicamente para
individuos en su caracter de parte lesionada o en su defecto, a sus familiares.
En una oportunidad se intentó obtener reparación para una colectividad en
un caso en. que el Estado demandado reconoció la responsabilidad por los
hechos articulados en la demanda.P Concretamente, la Comisión Intera­
mer~cana s?l~ci.tó que se ind~mnizara a una tribu por considerar que había
sufrido perjuicios morales dírectos.e' pero la Corte consideró que en la prác­
tica, la"obligación de pagar una indemnización moral no se extiende a favor
~e [comunidades .interm~ias]ni a favor del Estado en que la víctima parti­
cipaba... [y que] SI en algun caso excepcional se ha otorgado una indemni-

21 En especial, cuando se trata de violaciones flagrantes de Derechos Humanos como
vícti~a de genoci~o, detenciones y ejecuciones generalizadas y otras que pueden
~o~gurar un cO~Junto de normas hwnanitarias mínimas como por ejemplo, las
Indicadas en el artículo 7~ del Protocolo 1de los Convenios de Ginebra de 12 de agosto
de 1949 y en la Declaración de Normas Humanitarias Mínimas aprobada en Turku
por un grupo de expertos el2 de diciembre de 1990 (reproducida en el documento El
CN.4/Sub.2/1991/55.

22 Nigel Rodley. The Treatment of Prisoners under Internatíonal Law. 1987. pág. 97.

23 Caso Aloeboetoe y otros. Reparaciones Op. cit.

24 E~ ese caso alegó que "en la sociedad Marron tradicional, una persona no es sólo
rmembr~de su grupo familiar, sino también miembro de su comunidad aldeana y del
grupo tnbal. En este caso, el perjuicio experimentado por los aldeanos debido a la
pérdida de miembros de su grupo debe ser indemnizado. Como los aldeanos
const~tuyenen.la práctica una familia en sentido amplio, [...] han sufrido perjuicios
emocionales directos como resultado de las violaciones de la Convención." Caso
Aloeboeioe y otros. ¡bid. párr 19.

La tesis de laCorte, aún cuando no otorga reparación a una colectividad
por un daño moral indirecto, no necesariamente deja cerrada la posibilidad
de pod~r reparar si se demuestra que efectivamente se produce un daño
moral directo, ya que el sustento para no reparar a la tribu se basó, en buena
m~~~da, en la no demostración de un "móvil racial" propuesto por la Co­
rrusion y en una supuesta autonomía adquirida por una tribu.26 Habrá que
esperar a que se presente una situación en que la violación de los derechos
humanos sea de tal magnitud que se pudiera demostrar que una colectivi­
dad sufrió un daño moral directo. En tal caso, la Corte Interamericana
tendría que interpretar si la palabra "lesionado" del artículo 63.1 de la
C:0nvenci~n, podría cubri~ ~o sólo al individuo como "parte lesionada",
smo también a una colectividad, con lo cual le reconocería subjetividad
internacional.

En mi criterio, esa interpretación extensiva no cabe en casos de violacic­
nes de derechos civiles y políticos, pero en situaciones donde se violen
derechos económicos, sociales y culturales, o más aún, de la tercera genera­
ci~n (v.gr. derecho a un medio ambiente sano, derecho a la paz, etc.), es
evidente que el sujeto pasivo de la violación es la colectividad. Por ello, no
sería de extrañar que exista la posibilidad de que no muy lejanamente se
presente la oportunidad de que se introduzca a la Corte Interamericana un
caso con esas características en vista de la existencia del Protocolo Faculta­
tivo a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales.F Dicho protocolo establece
como obligatoria una gama amplia de derechos económicos, sociales y
culturales, pero a la fecha, de los dieciseis Estados signatarios, únicamente
cinco lo han ratificado y se requiere, para su entrada en vigor, que al menos
once Estados lo ratifiquen o adhieran a él (artículo 21.3).

En el caso Aloeboetoe y otros analizado, la Corte fue más allá, ya que
determinó que, si bien en la indemnización fijada para los herederos de las
víctimas se tuvo prevista una suma para que los menores pudieran estudiar
hasta determinada edad, esos objetivos "no se logran s610 otorgando una
indemnizacum, sino que es preciso también que seofrezca a los niños una escuela

25 Caso Aloeboetoe y otros. Ibid. párr. 83.

26 Caso Aloeboeioe y otros. Ibid. párr. 84.

27 Protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos Hwnanos en materia
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales "Protocolo de San Salvador", suscrito
el 17 de noviembre de 1988 en el decimonoveno periodo de sesiones de la Asamblea
General de la OEA en San Salvador, El Salvador.
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donde puedan recibir una enseñanza adecuada y una asistencia médica bási­
ca."28

La Corte, teniendo en claro que el objeto y fin de la Convención
Amerícana.Pes la protección eficaz de los derechos del individuo, introdujo

Esa norma es el primer intento dentro del sistema interamericano para
que la víctima tenga ciertos derechos procesales directos dentro de un
proceso ante la Corte Interamericana.
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Volviendo al proceso de reparaciones, la justificación de esta etapa se
fundamenta en la obtención de elementos de prueba suficientes, incluyen­
do experticias, según el grado de dificultad de cada caso, al número de
beneficiarios y a la naturaleza misma de las violaciones. La práctica procesal
casi generalizada32ha sido otorgara las partes (Comisión y Estado) un plazo
prudencial para que lleguen a un acuerdo o solución amistosa, el cual
deberá ser estudiado, y en su caso, homologado por el Tríbunal.P En caso
de que no haya acuerdo u homologación, se inicia la etapa procesal de
reparaciones, para lo cual se les brinda a las partes un plazo para que
presenten los escritos sobre el alcance, contenido y montos de las reparacio­
nes y gastos.

La Corte Interamericana, tiene la facultad de ordenar reparaciones
junto con la decisión de fondo, o bien, puede condenar en abstracto y
reservar su determinación para una etapa procesal posterior. No existe un
procedimiento específico en el reglamento de la Corte para determinar las
reparaciones. El nuevo Reglamento únicamente contiene un artículo que
dispone que"iciuando enla sentencia defondo nosehubiere decidido específica­
mente sobre reparaciones, la Cortefijará la oportunidad para su posterior decisión
y determinará elprocedimiento'í.ñ

PROCEDIMIENTO PARA DETERMINAR REPARACIONES

En tal sentido, la Corte también podrá autorizar su participación autó­
noma en las audiencias que se señalen en materia de reparaciones.

31 Reglamento de la Corte, art. 56.

32 Excepción a esta regla es el caso Godínez Cruz.

33 Reglamento de la Corte, arto 56.2.

La razón de ser de esa norma es que en la fase de reparaciones, es la víc­
tima o sus representantes, el sujeto idóneo para llevar al tribunal elementos
probatorios de primera mano sobre gastos y otros hechos que facilitan de­
terminar el alcance y monto de las indemnizaciones. Además, es el benefi­
ciado o afectado directo con la decisión que se tome.
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un cambio fundamental en el nuevo Reglamento de la Corte, en vigor a
partir del 1 de enero de 1997, al darle 10CllS standi a la víctima en la fase de
reparaciones. En efecto, la Corte ha reconocido su importancia al establecer
que en esa etapa "los representantes de las víctimas o desus familiares podrán
presentar sus propios argumentos y pruebas en forma autónoma" (art. 23 del
Reglamento).
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Esa moda Iidad de repa ración cu bre más del beneficio directo a los hijos
de las víctimas, ya que en cierta forma, por extensión, se estableció una obl i­
gación al Estado demandado que protege derechos sociales como el derecho
a la educación yala salud,quesinduda, benefician a una comunidad entera.

El artículo 61 de la Convención Americana establece claramente que
I/[s]ólo los Estados partes y la Comisión tienen derecno a someter un caso
a la decisión de la Corte". Quiere decir que, de conformidad con esa norma,
ni la víctima ni sus representantes son parte en el proceso contencioso ante
la Corte, aún cuando se les otorgue cie-rta participación en éste.29 En efecto,
los representantes de la víctima o sus familiares pueden actuar como
asistentes de los delegados de la Comisión en el proceso ante la Corte (Re­
glamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, art. 22.2),
Asimismo, el tribunal escucha sus puntos de vista en caso de que el de­
mandante en el proceso tenga la intención de desistir de la demanda (Art.
43.1 del Reglamento) o cuando las partes hayan llegado a una solución
amistosa (Art. 43.2 del Reglamento). En la etapa de la determinación de
reparaciones, de conformidad con el artículo 44.2 del Reglamento, la Corte
está autorizada a invitar a los representantes de la víctima o sus familiares
para que presenten alegatos relacionados con esa materia.

28 Aloeboetoe y otros. Op. cit. párr. 96. En ese caso se estableció como parte de la
indemnización, que Suriname está obligado a reabrir la escuela de Cujaba ya dotarla
de personal docente y administrativo para que funcione permanentemente, así como
reabrir el dispensario allí existente y ponerlo en condiciones operativas.

29 Un criterio más amplio desarrolla el Juez Piza Escalante en sus votos individuales en
el Asunto de Viviana Gallardo y otras. En su opinión, lo que la Convención veda al
individuo es la "iniciativa de la acción", pero no le veda "al ser humano su condición
auténoma de "parte" en el proceso, una pez que este se haya iniciado". Corte LD.H. Asunto
de Yioiana Gallardo y otras. No. G 101/81. Serie A. pág. 3I.

30 Corte LD.H. Caso Yelésquez Rodriguez, Excepciones Preliminares. Sentencia de 26 de
junio de 1987. Serie C. No. 1. párr. 30.



Como práctica procesal, la Corte Jnteramericana realiza audiencias
públicas para que las partes presenten sus pruebas y alegatos sobre las
reparaciones y luego emite la sentencia correspondiente.

A partir de ese momento, se entra en otra etapa procesal conocida como
supervisión del cumplimiento de sentencias, que consiste en determinar si
el Estado encontrado responsable ha cumplido con sus obligaciones en la
forma y tiempo previstos. A la fecha, solamente los casos contra Honduras
han pasado por esta etapa, ya que ellO de setiembre de 1996, la Corte emitió
sendas resoluciones en las que consideró que Honduras había dado cumpli­
miento a lo ordenado y puso término a estos procesos. Previamente, las
partes habían manifestado su anuencia a poner fin a dichos casos.

Los actos que realiza la Corte dentro de su obligación de supervisión,
van a depender de la naturaleza de lo resuelto en las sentencias de repara-o
ciones. En unos casos, como los de H. .iduras, debía determinar el pago del
monto de dinero fijado como indemnización a los familiares de las víctimas
y que se establecieran los fideicomisos en favor de los beneficiarios meno­
res. En el caso Aloeboetoe y otros, la labor es un poco más detallada, ya que
además de supervisar esas mismas obligaciones, debe analizar el informe
anual que presenta la Fundación Aloeboetoe -ereada por la sentencia de
reparaciones- y especialmente, si los puntos resolutivos ordenados, como
la reapertura de la Escuela y del Dispensario Médico en Gujaba se mantie­
nen en cabal funcionamiento.
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Ello no impide que el artículo 68.1, que es similar al artículo 53 del
Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos, y que es
imperativo para todos los Esta~os :~rtes, p~eda verse reforz~do por las
legislaciones internas por la obligación que tienen, de conforrmdad con el
artículo 2 de la Convención Americana, de adoptar disposiciones de Dere­
cho interno para garantizar el ejercicio de los derechos y libertades que no
estuvieran garantizados por esas legislaciones. En otras palabras, hacer que
los fallos de la Corte Interamericana,además deobligatorios, seanejecutorios.
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1l1U1 indemnización compensatoria- eficaz y rápida, acorde con elobjetivo de pro­
tección real y cierta, de los derechos 1zwnanos".35

No obstante, la verdadera fuerza conminatoria de los fallos de la Corte
debe radicar en el mismo compromiso de los Estados Parte en la Conven­
ción, de cumplir con la decisión de la Corte, tal y como lo dispone el artícul.o
68.1 de la Convención, que refiere al cornpromiso de los Estados de cumphr
las decisiones de la Corte. Ese "compromiso", no puede utilizarse para
disminuirle fuerza coercitiva a los fallos, ya que, por el contrario, es una
obligación que tienen los Estados Partes de respetar los derechos y liberta­
des contemplados en la Convención de conformidad con el artícu~o 1:1 de
la misma. Precisamente, la Convención Americana adquiere una eficacia de
la más alta importancia práctica por operar como derecho interno de
aplicación inmediata por los órganos de los Estados Partes y por aplicarse
en el marco del Derecho Internacional.
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Quizás la parte más delicada del sistema de protección de derechos
humanos sea la referida a las reparaciones y su cumplimiento por tener
relación intrínseca con la eficacia jurídica de las sentencias de un tribunal.f
Consciente de ello,y para evitar que los fallos de la Corte se quedaran en una
sanción de tipo moral, la Convención Americana, en forma atinada dispuso
en su artículo 68.2que"lapartedelfallo quedisponga indemnización compensatoria
sepodr [á] ejecutar enelrespectivo país por el procedimiento interno vigente para
la ejecución de sentencias contra el Estado". , I

Esta norma, que no tiene analogía con ninguna otra del Convenio Euro­
peo sobre Derechos Humanos, es la que permite materializar, en última
instancia, el cumplimiento del fallo reparador. En palabras de Gros Espiell,
"es una disposición loable y acertada, que puede hacer posible una forma de eje­
cución de las sentencias de laCorte In teramericana -en el caso que elfallo disponga

FORMAS DE REPARACIÓN

TERMINOLOGíA

Lo primero que se debedeslindarcuando hablamos deinde~zaciones
o reparaciones, es establecer su terminología correcta y deterrmnar el con­
tenido y alcance de las mismas.

A este respecto, es evidente el uso no uniforme y en .algunos; casos,
erróneo, de la terminología utilizada en los instrumentos internacionales
que disponen reparaciones. Así por ejemplo, el artículo 63.1 de la Conven­
ción Americana establece que en casos de que seestablezca que un Estado
Parte haya violado derechos o libertades protegidos en dicha C~nvención,
la Corte podrá fijar una "justa indemnización" a la parte lesionada. El

34 En ese sentido, véase: RODRIGUEZ RESCIA, Víctor Manuel, "Eficacia Jurídica de la
Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos" En: La Corte y el
Sistema Interamericanos de Derechos Humanos. Rafael Nieto Navia, Editor, Corte
IDH,1994.

35 GROS ESPIELL, Héctor. La Convención Americana y la Convención Europea de
Derechos Humanos, Análisis Comparativo. Editorial Jurídica de Chile. Santiago de
Chile, 1991. p. 221.



Sin embargo, la misma jurisprudencia de la Corte Interamericana, en
fallos posteriores ha utilizado indistintamente los términos "reparaciones"
e "indemnizaciones" en fallos posteriores.P

término "indemnización" aludido, en sentido técnico estricto, representa
sólo una forma de reparación; siendo este último, el término genérico
correcto para referirse a cualquier medio de indemnización, compensación,
restitución, rehabilitación o satisfacción, que parece ser el sentido y alcance
del numeral dicho.

Ese problema terminológico quizás obligó a la Corte Interamericana a
hacer una interpretación amplia del término "justa indemnización" al
establecer que lila justa indemnización que la sentencia sobre el fondo...
calificó como "compensatoria", comprende la reparaciÓn de los familiares de
la víctima de los daños y perjuicios materÚlles 11 morales que sufrieron ..."37

(subrayado no es del original), donde equiparó el término "indemnización"
con el de "reparación" debido a la incorporación de elementos de repara­
ción que no son propios del concepto "indemnización".

A fin de buscar uniformidad terminológica a nivel internacional, es
loable resaltar el esfuerzo realizado por el señor Theo van Boven, Relator
Especial de Naciones Unídasé? al proponer un proyecto de principios y
directrices básicas dentro de las cuales resalta las distintas formas de
reparación, dándole a dicho término el carácter de género. Como especie de
dicho género incluye la restitución, la indemnización, la rehabilitación y la
satisfacción y garantías de no repetición (disculpa y reconocimiento público
de los hechos, prevención de una repetición, etc.)
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DETERMINACiÓN Y ALCANCE DE LAS REPARACIONES

19961

En primer lugar, la determinación de un derecho de restitución, indem­
nización o rehabili tación en favor de una persona se produce como una
consecuencia necesaria de una violación comprobada de uno o varios dere­
chos humanos. Esa determinación o comprobación generalmente está pre­
cedida de un fallo o sentencia de un tribunal internacional, aunque en
algunos casos hay órganos de naturaleza no jurisdiccional y compet~ncia

diferente que pueden emitir resoluciones o informes con recomendaciones
en ese sentido, 8-sí por ejemplo, la Comisión Jnteramericana de Der.e:hos
Humanos, la Comisión Europea de Derechos Humanos, el Comité de
Derechos Humanos de las Naciones Unidas (artículo 9, párrafo 5 del Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos), el Comité para la Eliminación
de la Discriminación Racial de las Naciones Unidas, el Comité contra la
Tortura de las Naciones Unidas (artículo 22 de la Convención contra la
Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanas o Degradantes), para
citar algunos casos.

Por otra parte, existe una creencia errónea algo generalizada, en el
sentido de que las reparaciones en materia de derechos humanos se fun?a­
mentan en "violaciones flagrantes" de derechos humanos. Ello debido
quizás, a que muchas de las Conven~iones internacion~le~ de las Naciones
Unidas sobre Derechos Humanos tienen esa caracterísnca. No obstante,
algunos instrumentos internacionales como la Convención ~~ericana

sobre Derechos Humanos, el Convenio Europeo para la Protección de los
Derechos Humanos y el Pacto de Derechos Civiles y Políticos, br~ndan la
posibilidad de reparar e indemnizar por violaciones que no necesanamente

dan consid "fl t" 40pue an consr erarse como agran es .

De previo a que las víctimas o sus familiares obtengan al~ tipo d,e
reparación por la violación de algún derecho humano, se requIere,:n pn­
mer término, que el comportamiento ilícito cese si se prorroga en el tiempo

" ti' "41Ytienen el derecho a obtener garantía de que no se repe rae

La reparación en general, puede adoptar las formas de la resti tuci?'n en
especie (restitutio in integrumi, indemnización y se!?ur~dades y ~a,ran!l,as.~e
no repetición. A este respecto, se puede hacer la sI~Iente clasificación:
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De lo anterior se infiere que en buena técnica legislativa, la Convención
Americana debió haber utilizado el vocablo "justa reparación" como térmi­
no amplio y no el de "indemnización" que, si bien abriga compensación por
daños materiales y morales, deja de lado la restitución, la rehabilitación o la
satisfacción. En ese sentido, es ilustativo el excelente Informe Definitivo
presentado por el señor Theo van Boven, Relator Especial de las Naciones
Unidas del 2 de julio de 199336 quien presenta un proyecto de principios y
directrices básicos en materia de reparaciones a las víctimas de violaciones
flagrantes de los derechos humanos en el que se establece una clasificación
terminológica que tiende a uniforn ar términos.

36 VAN BOVEN, Theo, Op. cit . p. 63.

37 Caso Yelásquez Rodríguez. Indemnización Compensatoria. Op. cit. párr 39.

38 cfr. Caso Aloeboetoey otros. Reparaciones. Op. cit. párr.12, Caso Neira Alegría Yotros.
Reparaciones. Op. cit. párr. 5, Caso El Amparo. Reparaciones. Op. cit. párr. 5.

39 VAN BOVEN, Theo, Op. cit.

40

41

42

V. gr. aquellos derechos civiles y políticos, que si bien no necesariame~te~eben
considerarse como derechos humanos de escala inferior, no representan vlOI~~lOnes
tan graves como genocidio, discriminaciones macivas, práctica de desaparicíones,
etc.

Cfr . VAN BOVEN, Theo. Op. cit p. 29

Ibídem.



. ~-) La restitución en especie: es el restablecimiento de la situación que
~Xlstía antes .de que se cometiera el ilícito internacional (v.gr. restaurar la
libertad, la ciudadanía o residencia, el empleo, etc.).
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~-) La illde1~l1iz~~ióll: En caso de que el daño no se pueda compensar
medla~tela r~stituCI~n ~n especie se concede una indemnización que cubra
cualquier dano economícamente valorable sufrido por la parte lesionada,
ta!es ~omo daños físicos o mentales, doloro sufrimiento físico o psicológico,
per?lda de oport~~idades,pérdida de ingreso y de la capacidad de ganarse
la vida, gastos médicos y otros razonables para la rehabilitación, daños a los
b~en~s o comercio; incluido el lucro cesante, daños a la reputación o
dignidad y gastos y honorarios razonables a expertos por la interposición
de recursos.

C-) La satisfacción y las garantías denorepetición: Busca obtener satisfac­
ción particular por daños morale: y puede adoptar la forma de una
apología, daños nominales; en caso de violaciones flagrantes de los dere­
chos, una indemnización por daños que refleje la gravedad de la violación:
la verificación de los hechos y la revelación pública de la verdad; un fallo
dec~~ratorio e~ f~v.or ~e la víctima; una disculpa y aceptación de la respon­
sabIl.ldad~el enJulclaml~nto de las personas presuntamente responsables de
las violaciones: homenajes a las víctimas; la prevención de una repetición de
las violaciones.

La jurisprudencia de la Corte Interamericana ha hecho un desarrollo
importante en la materia, siguiendo en cierta forma el anterior esbozo. Así
por ejemplo, ha tenido una preocupación marcada por la obligación del
Estado demandado de prevenir y en su defecto, por la de restaurar, las
cuales se encuentran estrechamente vinculadas. De ahí, que entre los
medios de reparación ha dicho que:

ElEstado está en el deber jurídico de prevenir, razonablemente, las violaciones
de los derechos humanos, de investigar seriamente con los medios a su alcance
l~s vio!acio~~sque se hayan cometido dentro del ámbito de su jurisdicción a
fin de identificar a los responsables, de imponerles las sanciones pertinentes
y de asegurar a la víctima una adecuada reparación.P

La Corte Interamericana ha tenido la oportunidad de determinar las
reparaciones a partir de la interpretación y aplicación del artículo 63.1 de la
Convención Americana; concretamente, al desarrollar el concepto de pago
de una "justa indemnización" a los familiares de la víctima y al establecer
una reparación consistente en la "plena restitución" (restitutio in integrumt,
la cual definió, no s610 como el restablecimiento de la situación anterior,
sino como la posibilidad de reparar las consecuencias que la infracción
produjo y el pago de una justa indemnización como compensación por los
daños patrimoniales y extrapatrimoniales incluyendo el daño moralt', con
lo cual incorporó elementos propios de los conceptos de indemnización,
rehabilitación y satisfacción.

Si bien la Corte no ha analizado en detalle los principios que deben
orientar las indemnizaciones pecuniarias, sí ha establecido criterios o
directrices. ASÍ, por ejemplo, que los daños materiales resarcibles (daño
emergentey 1ucro cesante), deben apreciarse prudentementey, con referen­
cia a su liquidación, que se deben aplicar los criterios de "mayor beneficio"
que confiera la legislación del Estado responsable a sus nacionales y el de la
indexacción o conservación del valor real de la suma estipulada cuando los
pagos deban hacerse en cuotas o plazos largos.4S

Pese a que la jurisprudencia de la Corte ha establecido que la reparación
es compensatoria y no sancíonatoria.t'' es lo cierto que, en comparación con
la jurisprudencia de la Corte Europea de los Derechos Humanos -al menos
en los primeros casos-, no ha sido tan conservadora, ya que ésta ha tendido
más al reconocimiento de satisfacciones representativas en una visión
tímida del concepto de "satisfacciones equitativas" previsto por el artículo
50 del Convenio de Roma.F

En los casos contra Honduras (Velásquez Rodríguez y Godínez Cruz)
y Suriname (GangaramPandayy AloeboetoeYotros),laCorteInteramericana
estableció criterios paradeterminar las reparaciones, siguiendo lineamientos

43 Caso Yelásquez Rodríguez. Indemnización Compensatoria. Op. cit. párr. 174. Cfr. Juan
E. Méndez y José Miguel Vivanco, Dissapearances and the Inter-American Court:
Reflections on a Litigation Experience, en Hamline Law Review vol. 13 1990 págs.
507-577. ' , ,

44 Caso Yelásquez Rodriguez. Indemnización Compensatoria. Op. cit. párr. 26.

45 Caso Yetásouez Rodriguez. Interpretación de la Sentencia de Indemnización
Compensatoria (Art. 67 Convención Americana sobre Derechos Humanos) Serie C.
No 9, párr. 30.

46 Caso Velásquez Rodriguez. Indemnización Compensatoria. Op. cit., párr. 38.

47 Ver en ese sentido: PIZA ROCAFORT, Rodolfo. Responsabilidad del Estado y
Derechos Humanos. San José, Universidad Autónoma de Centroamérica, 1988, pág.
210.



clásicos civilistas (daño emergente, lucro cesante y daño moral), retomados
por la jurisprudencia arbitral internacional. -l8
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se le sumaron los intereses corrientes desde la fecha de los hechos hasta la
de la sentencia.P
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En las últimas sentencias de reparaciones dictadas porel Tribunal.Pfue
variado el criterio jurisprudencial anteriory se adoptó el establecimiento de
reparaciones por daños patrimoniales y no patrimoniales, con lo cual se
siguió el sistema aplicado por la jurisprudencia de la Corte Europea de
Derechos Humanos.

No obstante, para efectos prácticos, analizaremos la jurisprudencia de
la Corte Interamericana bajo los criterios de lucro cesante, daño emergente
(ambos cubiertos dentro del daño patrimonial) y daño moral (daño no
patrimonial), todo en el entendido que responden a un criterio general de
derecho aplicable al derecho intemacionalf"

DAÑOS MATERIALES

A- Lucro Cesante:

En cuanto a la indemnización por lucro cesante, se ha entendido que
equivale al monto de los ingresos que las víctimas o sus sucesores recibirían
a lo largo de su vida laboral si no hubiese ocurrido la violación a sus
derechos.f

La base para calcular el lucro cesante es variable y depende de las
circunstancias de cada caso. Mientras que en los casos Velásquez Rodríguez
y Godínez Cruz se tomó como base para su liquidación el ingreso devengado
por las víctimas en el momento de su desaparición proyectado hasta el
momento de su jubilación obligatoria según lo dispuesto por la ley interna,
partiendo del sueldo que percibían, en los casos Aloeboetoe y otros, Neira
Alegría y otros y El Amparo, al no depender las víctirnas de un salario fijo,
se tuvo que tomar como base para la liquidación, el salario mínimo vital o
el valor de la canasta básica alimentaria.V A ese monto proyectado a futuro,

En todos los casos, para efectos de proyectar a futuro los ingresos que
percibiría la víctima, se tomó en cuenta la expectativa de vida en el país
correspondiente.f

Un elemento nuevo introducido en la jurisprudencia más reciente,55 fue
deducir un 250/0 como cuota de gastos personales al monto total del cálculo
de ingresos proyectado a futuro.

8- Daño Emergente:

Normalmente se entienden como los gastos efectuados por las víctimas
o sus familiares con motivo de sus gestiones para investigar y sancionar los
hechos que vulneraron los derechos de las víctimas.f" En tal sentido, todos
los gastos deben ser demostrados con prueba idónea y se le reintegran a la
persona que incurrió en los mismos. Pero aún cuando no se haya presentado
prueba suficiente, la Corte ha hecho estimaciones compensatorias por
gastos incurridos en sus distintas gestiones en el país apelando a la equi­
dad.57

El reintegro de las costas como parte de los gastos incurridos, ha sido
materia conflictiva. En primer lugar porque en unos casos no se consideró
procedente pronunciarse sobre ellas por haberse solicitado condenatoria en
costas dentro del proceso,58y posteriormente, porque se ha reiterado que la
tramitación del caso ante la Corte Interamericana opera mediante un
sistema de protección de los derechos humanos instituido de forma tal que
los órganos intervinientes (Comisión y Corte Interamericanas), financian
sus costos dentro del presupuesto de la OEA.59

En cuanto al primer aspecto, la reforma al Reglamento de la Corte
vigente a partir del 1 de agosto de 1991, permite que aún cuando la parte

48

49

50

51

52

Caso Aloeboetoe y otros. Op, Cit. párr. 50.

Caso El Amparo, Reparaciones, Op. Cit. y Caso Neira Alegría y otros, Reparaciones.
Op. Cito

La jurisprudencia arbitral internacional considera que los perjuicios materiales
comprenden tanto el daño emergente como el lucro cesante y establece además, que
la indemnización debe incluir el daño moral sufrido por las víctimas. Caso Aloeboetoe
y otros, Reparaciones, Op. Cit. párr. 50.

Caso Aloeboctoe y otros. Op. Cit. párr. 88.

Caso Yelásqucz Rodríguez. Indemnización compensatoria. Op. Cit. párr. 46. Caso
CodinezCruz. Indemnización compensatoria. Op. Cit. párr. 44. Caso Aloeboetoe yotros,

Reparaciones, Op. Cit. párr. 88, Caso NeiraAlegriay otros,Reparaciones, Op. Cit. párr.
50 YCaso El Amparo, Reparaciones, Op. Cit. párr. 28.

53 Caso Neira Alegrfay otros, Reparaciones, párr. 50.

54 Caso Neira Alegria y otros, Reparaciones, párr. 50 y Caso El Amparo, Reparaciones,
Op. Cit. párr. 28.

55 Caso El Amparo, Reparaciones, Op. Cit. párr. 28.

56 Caso Velásquez Rodriguez. lndemnizacián compensatoria. Op.Cit. párr. 4l.

57 Caso El Amparo, Reparaciones, Op. Cit. párr. 2l.

58 Caso Yelásquez Rodriguez, Sentencia de Fondo. Op. Cit. párr. 193.

59 Caso Aloeboetoe 11otros. Reparaciones. Op. Cit. párr. 113.



DAÑOS NO PATRIMONIALES

demandante no solicite condenatoria en costas en la demanda, lo pueda
hacer en cualquier rnomento/"

Dentro de esta categoría, se incluye en particular, la indemnización por
daños morales por medio de distintas formas de satisfacción.

Referente a las costas ante la Corte, el hecho de que el individuo tenga
locussiandi en la etapa de reparaciones y pueda actuar como parte au tónoma
a partir de la aplicación del nuevo Reglamento (vigente a partir del 1 de
enero de 1997),parece cambiar el panorama con respecto a las costas en que
incurra el individuo en la protección de sus derechos ya que no está
obligado a litigar bajo la égida de la Comisión en esa etapa y puede optar,
a su criterio, por la contratación de servicios profesionales privados.s'
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La determinación del daño moral es abordada generalmente por los
tribunales internacionales en forma casuística, lo que posiblemente ha
conducido al establecimiento en este campo, de principios generales o
pautas normativas.

A ello hay que agregar que la carga de la prueba en la demostración del
daño moral puede invertirse en algunos casos. En los mismos casos contra
Honduras citados, la Corte estableció que "el Gobierno nopudo desvirtuar la .
existencia de problemas psicológicos queafectan a los familiares dela v{ctima."64

Sin embargo, de sus pronunciamientos se pueden extraer directrices en
relación con la demostración del daño moral y la-forma de resarcirlo. Por
ejemplo, en los casos Velásquez Rodríguez y Godínez Cruz, la Corte Intera­
mericana abarcó el tema de la indemnización del daño moral como respues­
ta a la solicitud de la Comisión Interamericana de que se condenara al Go­
bierno a pagar una suma de dinero a los sucesores de las víctimas como
reparación del daño emergente, lucro cesante y daño moral. Para demostrar
este último, presentó peritajes psiquiátricos que, a juicio de la Corte,
demostraron suficientemente la existencia del daño moral.P

Cuando es a la víctima directa o a sus sucesores a los que se les debe
resarcir el daño moral no existe duda de que la prueba del daño es evidente.
Elasunto toma otro cariz cuando no es a los sucesores de la víctima a los que
se les debe indemnizar, sino a dependientes no declarados sucesores. En
este último caso sí debe demostrarse el daño moral, pero en el caso de los
padres, se admite la presunción de que los padres han sufrido moralmente
la muerte cruel de sus hijos, pues"espropio delanaturaleza humana quetoda
persona experimente dolor ante elsuplicio de su hijo".65
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En cuanto al no reintegro de gastos a la víctima por el trámite ante la
Comisión, sí parece representar un problema, ya que en esta fase, es el
individuo el que debe incurrir en gastos directos ante ese órgano. Si las
circunstancias del caso hacen que algún organismo no gubernamental no lo
represente ante la Comisión, y si r' se reconocen esos gastos por la Corte,
se le podría estar cercenando al individuo el derecho de accionar ante el
sistema interamericano de protección de derechos humanos, porque no
necesariamente una ONG puede estar interesada en llevar el caso, o bien, su
presupuesto no se lo permita. Por otra parte, si el individuo no desea que
una ONG le lleve el caso ante la Comisión, cabría hacerse la pregunta de si
la Corte le reconocería reintegro de gastos por la contratación de servicios
de un profesional independiente.

Daño Moral:

En materia de Derechos Humanos, es quizás ~\daño que más se justifica
resarcir, ya que, resulta evidente y propio de la naturaleza humana, que
toda persona sometida a las agresiones y vejámenes que representan la
violación de los derechos humanos, experimente un daño moral.

La Corte ha sido clara en el sentido de que no se requieren pruebas para
llegar a esa conclusión si se demuestra la responsabilidad del Estado, o si
este la ha reconocido expresarnente.S

60 Reglamento de la Corte. Art. 44.1.

61 Reglamento de la Corte. Art. 23.

·62 Caso Aloeboetoey otros. Reparaciones. Op. Cit. párr. 52.

Esa presunción es más fuerte cuando los efectos psíquicos que sufren
los familiares de las víctimas se producen como consecuencia de una
desaparición forzada de personas, la cual está rodeada de circunstancias
dramáticas y de una incertidumbre que resulta muy difícil desvanecer.f"

La Corte ha determinado que la forma de liquidación de la indemniza­
ción por daño moral ha de ajustarse a los principios de la equidad'" y en
todos los casos la ha traducido en un monto de dinero, pero no por ello, tiene

63 Ibídem.

64 Caso Velásquez Rodríguez. Indemnización Compensatoria. Op. Cit. párr. 50.

65 Caso Aloeboeioe y otros. Reparaciones. Op.Cit. párrs. 76, 77.

66 Ver en ese sentido: Caso Yetásquez Rodríguez. Indemnización Compensatoria. Op, Cit.
párr.50.

67 Caso Yelásquez Rodríguez. Indemnización Compensatoria. Op. Cit. párr. 27.



poderes discrecionales para determinarlas.P'' Por ejemplo, los resultados de
las evaluaciones psiquiátricas serían elementos técnicos importantes a
considerar.
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sí misma, una forma de reparación y satisfacción moral de significación e
importancia para los familiares de las víctímas.F'
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No obstante, esa no ha sido la única forma de indemnizar el daño moral.
Son muchos los casos en que otros tribunales internacionales han acordado
que la sentencia condenatoria perse,constituye una suficiente indemniza­
ción del daño moral; especialmente la Corte Europea de Derechos Huma­
nos.69 Pero debido a que las violaciones a los derechos humanos en los casos
resueltos por la Corte Interamericana representan una especial gravedad
por estarde por medio el derecho a la vida, lo cual representa un sufrimiento
moral mayor, es que se ha considerado que la sentencia condenatoria no es
suficienteporsísola, porlo cual se concedenadicionalmente indemnizaciones
en dinero conforme a la equidad.

En el caso Aloeboetoe y otros, la Corte consideró que el reconocimiento
de responsabilidad hecho público mediante la sentencia de la Corte "cons­
tituyeunaforma de reparación y satisfacción moral de significación eimportancia
para los fam ilinres de las víctimas y pam la tribu sarmnaca",75

Como titular del derecho a recibir reparación por daño moral, se tiene
en primer lugar a la vfctima." Sin embargo, en caso de violaciones de dere­
chos humanos tan graves como la desaparición es posible que el derecho a
ser indemnizado se transmita por sucesión a sus herederos.F y para de­
mostrar ese carácter, es suficiente acreditar el vínculo familiar "sin tener que
seguir los procedimientos exigidos por la legislación interna en materia heredita­
ria".78

La Corte Europea, ha establee 'do otras formas de reparación del daño
moral a partir de la restitución. Por ejemplo, enel caso Brigandi, el Gobierno
manifestó haber reparado la violación al reintegrar al peticionario una
propiedad sobre la que se le habían negado sus derechos.T

Satisfacción No Patrimonial:

En los casos contra Honduras, la Comisión solicitó ordenar algunas
medidas a cargo del Gobierno, tales como la investigación de los hechos
relativos a la desaparición forzada de las víctimas, el castigo de los respon­
sables de esos hechos, la declaración pública de la reprobación de esa
práctica, la reivindicación de la memoria de las víctimas y otras,"! A ese
respecto, la Corte afirmó que medidas de esa clase formarían parte de la
reparación de las consecuencias de la situación violatoriade los derechos o
libertades y no de las indemnizaciones.P No obstante, consideró que la
indicación en las sentencias sobre el fondo de la subsistencia del deber de
investigación y la de prevenir, constituyen obligaciones a cargo del Estado
responsable hasta su total cumplimiento.P '

Si bien, la Corte no accedió ni se refirió a otros pedidos de satisfacción
supra indicados, sí consideró que la sentencia condenatoria, constituye en

CONCLUSIÓN

En materia de repa raciones, lajurisprudenciade la Corte Interamericana
ha logrado definir parámetros que facilitan su determinación y las bases
para el cálculo de las mismas. Así por ejemplo, a nivel de daño patrimonial
se ha creado uniformidad en el modo de estimarlo a partir de las directrices
tomadas en los primeros casos, pero sobre todo, en los casos El Amparo y
Neira Alegría y otros. En lo referente al daño moral, ha habido una juris­
prudencia constante en cuanto a su justificación ya la determinación de los
beneficiarios. Lo que no ha sido fácil, es encontrar una fórmula constante
para su cálculo que se pudiera aplicar a todos los casos, debido a las parti­
cularidades de cada asunto y según el tipo de violación de que se trate. En
todo caso, para calcular el daño moral, no parece aconsejable seguir los
criterios civilistas utilizados en algunas legislaciones internas que toman
como parámetro una proporción del daño patrimonial para calcularel daño
moral, ya que la indemnización por daño moral sería mayor o menor según
fueran los ingresos de las víctimas, lo cual no parece ser un criterio de equi­
dad para determinarlo.

68

69

70

71

72

73

Caso Aloeboetoe y otros. Reparaciones. Op. Cit. párr. 87.

Arrét Kruslin du 24 avril1990, série A no.176-A p. 24/ par 39.

Cour euro D.H., arret Brigandi du 19 février 1991/ série A No. 194-B, p. 32/ par. 34.

Caso Velásquez Rodríguez. Indemnización Compensatoria. Op. Cit. párr. 32.

[bid. párr. 33.

!bid. párrs. 43, 35.
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75

76

77

78

lbid. párr. 36.

Caso Aloeboetoe y otros. Reparaciones. Op, Cit. párr. 31.

Así lo estableció la Corte en el caso Aloeboetoe citado, al decir que el daño moral
inflingido a las víctimas resultó evidente pues es propio de la naturaleza humana que
toda persona sometida a las agresiones y vejámenes mencionados experimente un
sufrimiento moral. Caso Aloeboetoe y otros. Reparaciones. Op. Cit. párr. 52.

Caso Aloeboetoe y otros. Reparaciones. Op. Cit. párr. 54.

Caso Velásquez Rodríguez. Indemnización Compensatoria. Op, Cit. párr. 54.
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En cuanto a otras med idas de satisfacción. la Corte ha sido reacia en
considerarlos y se ha limitado a declarar que la sentencia condenatoria, así
como la misma sentencia de reparaciones. son formas de indemnización
adecuadas para esos casos.

Por último, en materia de costas, queda por esperar qué resolverá la
Corte cuando se presenten los primeros casos donde el individuo tenga
participación procesal autónoma en la fase de reparaciones. No obstante,
también será determinante lo que resuelva cuándo se presenten reintegros
de gastos de casos por el trámite ante la Comisión donde no haya existido
patrocinio de alguna ONG. En buena medida, de ello dependerá que las
víctimas continúen accionando directamente el sistema interarnericano de
protección de derechos humanos y que la Convención Americana cumpla
con su objeto y fin.
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